
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4°. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRITA POR LA DIPUTADA PAULINA RUBIO FERNÁNDEZ 

E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La suscrita, Paulina Rubio Fernández, diputada federal del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de 

la LXV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 

1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a consideración de esta 

soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 4o. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia del derecho a la buena administración, conforme a la 

siguiente 

Exposición de motivos 

La definición más simple del derecho humano a una buena administración es el “derecho de toda persona a que 

las instituciones y órganos de las administraciones públicas traten sus asuntos imparcial y equitativamente y 

dentro de un plazo razonable.”1 

“La preocupación por la buena administración en el campo jurídico, no es ni por mucho, algo que nace en el 

siglo XX o en lo que va del XXI; sino que hunde sus raíces, como la preocupación misma para el buen 

ejercicio del poder público, en tiempos anteriores. 

Sin embargo, es en los siglos XX y XXI que la buena administración ha de adquirir, en lo jurídico, 

dimensiones superiores y definitivas, asumiendo un valor de uso que posiciona y sustenta hoy su 

funcionalidad trascendental para el marco de ordenación jurídica de la administración pública y, con esto, 

para un importante segmento de las relaciones entre el poder público –organizado y funcional– y los 

ciudadanos o administrados.”2 

La correcta administración pública tiene un impacto directo en las esfera jurídica y personal del gobernado, la 

efectividad de las leyes y las políticas públicas debe reflejarse, para bien o para mal, en la vida de todos los 

ciudadanos. 

La buena administración refiere que el ciudadano tendrá acceso a leyes que le permitan acceder al ejercicio de 

sus derechos, a la impartición pronta y expedita de la justicia y servicios públicos adecuados, todo ello en aras 

de una sociedad ordenada y pacífica que contribuya al desarrollo integral como persona humana de todos y cada 

uno de los gobernados. 

Otro de los objetivos del derecho a la buena administración, de acuerdo con la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Corrupción (UNODC)3 es que la rendición de cuentas y la buena gestión de los asuntos y 

bienes públicos es una medida idónea para prevenir y combatir más eficaz y eficientemente la corrupción. 

“Cada Estado parte de la UNODC debe establecer el contexto y el marco generales para prevenir la corrupción, 

tal y como exige la Convención, elaborando y aplicando una estrategia global de lucha contra la corrupción. 

Ello se logrará mediante la promoción de los principios del estado de derecho, la buena gestión de los bienes y 

los asuntos públicos, la integridad, la transparencia y la rendición de cuentas.”4 

“El derecho a la buena administración pública es el resultado del cambio de la visión del servicio público en la 

sociedad, por cuanto desde hace muchos an?os se precautelaba el interés particular y con el transcurso del 



 

 
 

tiempo dicha ideología cambió ajustando la actuación del Estado en beneficio de la comunidad, al promover por 

parte de la administración la prestación de un servicio objetivo de interés general.”5 

Para Rodríguez-Arana, “en el marco del respeto al ordenamiento jurídico en su conjunto, la administración 

pública sirve con objetividad al interés general y actúa, especialmente en sus relaciones con los ciudadanos, de 

acuerdo con los siguientes principios, que son corolarios del derecho fundamental a la buena administración 

pública: 

1. Principio de juridicidad, en cuya virtud toda la actuación administrativa se somete plenamente al 

ordenamiento jurídico del Estado. 

2. Principio de servicio objetivo a los ciudadanos, que se proyecta a todas las actuaciones administrativas y 

de sus agentes y que se concreta en el profundo respeto a los derechos e intereses legítimos de los 

ciudadanos. 

3. Principio promocional, expresado en la creación de las condiciones para que la libertad y la igualdad de las 

personas y de los grupos en que se integran sean reales y efectivos, removiendo los obstáculos que impidan 

su cumplimiento y fomentando igualmente la participación. 

4. Principio de racionalidad, que se extiende especialmente a la motivación y argumentación que debe servir 

de base a la entera actuación administrativa. 

5. Principio de igualdad de trato, por el que los ciudadanos que se encuentren en la misma situación serán 

tratados de manera igual, garantizándose, con expresa motivación en los casos concretos, las razones que 

puedan aconsejar la diferencia de trato, prohibiéndose expresamente toda discriminación injustificada hacia 

los ciudadanos. 

6. Principio de eficacia, en cuya virtud las actuaciones administrativas se realizarán en el marco de los 

objetivos establecidos en cada ente público. Especialmente las autoridades buscarán que los procedimientos y 

las medidas adoptadas logren su finalidad y, para ello, removerán de oficio los obstáculos puramente 

formales, evitarán el silencio administrativo, las dilaciones y los retardos. 

7. Principio de publicidad de las normas, de los procedimientos y del entero quehacer administrativo en el 

marco del respeto del derecho a la intimidad y de las reservas que por razones acreditadas de 

confidencialidad o interés general sea pertinente en cada caso, en los procedimientos para el dictado de actos 

administrativos. En especial, las autoridades darán a conocer a los ciudadanos y a los interesados, de forma 

sistemática y permanente, aún sin mediar petición alguna, sus actos, contratos y resoluciones, mediante 

comunicaciones, notificaciones y publicaciones, incluyendo el empleo de tecnologías que permitan difundir 

de forma masiva tal información. 

8. Principio de seguridad jurídica, de previsibilidad y certeza normativa, por los cuales la Administración se 

somete al derecho vigente en cada momento, sin que pueda variar arbitrariamente las normas jurídicas. 

9. Principio de proporcionalidad: las decisiones administrativas serán proporcionadas al fin previsto en el 

Ordenamiento jurídico, se dictarán en un marco de justo equilibrio entre el interés general y el interés 

particular y se evitará limitar los derechos de los ciudadanos a través de la imposición de cargas o 

gravámenes irracionales o incoherentes con el objetivo establecido. 



 

 
 

10. Principio de ejercicio normativo del poder, en cuya virtud los poderes se ejercerán, única y 

exclusivamente, para la finalidad prevista en las normas de otorgamiento, evitándose especialmente el abuso 

de poder, bien sea para objetivos distintos de los establecidos en las disposiciones generales o en contra del 

interés general. 

11. Principio de imparcialidad e independencia: el personal al servicio de la administración pública deberá 

abstenerse de toda actuación arbitraria o que ocasione trato preferente por cualquier motivo y actuar en 

función del servicio objetivo al interés general, prohibiéndose la participación de dicho personal en cualquier 

asunto en el que él mismo, o personas o familiares próximos, tengan cualquier tipo de intereses o pueda 

existir conflicto de intereses. 

12. Principio de relevancia, en cuya virtud las actuaciones administrativas habrán de adoptarse en función de 

los aspectos más relevantes, sin que sea posible, como fundamento de la decisión que proceda, valorar 

únicamente aspectos de escasa consideración. 

13. Principio de coherencia: las actuaciones administrativas serán congruentes con la práctica y los 

antecedentes administrativos salvo que por las razones que se expliciten por escrito sea pertinente en algún 

caso apartarse de ellos. 

14. Principio de buena fe, en cuya virtud las autoridades y los particulares presumirán el comportamiento 

legal de unos y otros en el ejercicio de sus competencias, derechos y deberes. 15. Principio de confianza 

legítima, en cuya virtud la actuación administrativa será respetuosa con las expectativas que razonablemente 

haya generado la propia administración en el pasado. 16. Principio de asesoramiento: el personal al servicio 

de la administración pública deberá asesorar a los ciudadanos sobre la forma de presentación de las 

solicitudes y su tramitación. 

17. Principio de responsabilidad, por el que la administración responderá de las lesiones en los bienes o 

derechos de los ciudadanos ocasionados como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o 

de interés general. Las autoridades y sus agentes asumirán las consecuencias de sus actuaciones de acuerdo 

con el ordenamiento jurídico. Igualmente, la administración pública rendirá cuentas de sus actuaciones y 

publicará las evaluaciones de sus unidades. 

18. Principio de facilitación: los ciudadanos encontrarán siempre en la administración las mayores facilidades 

para la tramitación de los asuntos que les afecten, especialmente en lo referente a identificar al funcionario 

responsable, a obtener copia sellada de las solicitudes, a conocer el estado de tramitación, a enviar, si fuera el 

caso, el procedimiento al órgano competente, a ser oído y a formular alegaciones o a la referencia a los 

recursos susceptibles de interposición. 

19.Principio de celeridad, en cuya virtud las actuaciones administrativas se realizarán optimizando el uso del 

tiempo, resolviendo los procedimientos en plazo razonable que, en todo caso, no podrá superar los dos meses 

a contar desde la presentación de la solicitud en cualquier registro público. En especial, las autoridades 

impulsarán oficiosamente los procedimientos e incentivarán el uso de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones a los efectos de que los procedimientos se tramiten con diligencia y sin dilaciones 

injustificadas. 

20.Principio de transparencia y acceso a la información de interés general: el funcionamiento, actuación y 

estructura de la administración ha de ser accesible a todos los ciudadanos, que pueden conocer la información 

generada por las administraciones públicas y las instituciones que realicen funciones de interés general. 



 

 
 

21. Principio de protección de la intimidad, de forma que el personal al servicio de la administración pública 

que maneje datos personales respetará la vida privada y la integridad de las personas, prohibiéndose el 

tratamiento de los datos personales con fines no justificados y su transmisión a personas no autorizadas. 

22. Principio de ética, en cuya virtud todo el personal al servicio de la administración pública así como los 

ciudadanos en general han de actuar con rectitud, lealtad y honestidad. 

23. Principio de debido proceso: Las actuaciones administrativas se realizarán de acuerdo con las normas de 

procedimiento y competencia establecidas en la Constitución, con plena garantía de los derechos de 

representación, defensa y contradicción. 

24. Principio de cooperación: Todos los órganos y entidades administrativos deben prestarse asistencia mutua 

y respetar el ejercicio de las respectivas competencias.6 

La aplicación de los principios citados tendría que dar como resultado la aplicación de un Estado con una buena 

administración del quehacer público, y por ende, el ejercicio de éste derecho por parte de todos los ciudadanos. 

“La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea recoge en su Capítulo V –relativo a la 

«ciudadanía» el derecho a una buena administración (artículo 41). De este modo, se introduce en el 

ordenamiento jurídico europeo, con la categoría de derecho fundamental, un nuevo derecho que hasta entonces 

solo había tenido un reconocimiento –parcial– en el campo jurisprudencial.”7 

El artículo 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, a la letra establece: “Derecho a 

una buena administración: Toda persona tiene derecho a que las instituciones, órganos y organismos de la 

Unión traten sus asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable. 2. Este derecho incluye en 

particular: a) el derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya una medida individual 

que la afecte desfavorablemente; b) el derecho de toda persona a acceder al expediente que le concierna, dentro 

del respeto de los intereses legítimos de la confidencialidad y del secreto profesional y comercial; c) la 

obligación que incumbe a la administración de motivar sus decisiones. 3. Toda persona tiene derecho a la 

reparación por la Unión de los daños causados por sus instituciones o sus agentes en el ejercicio de sus 

funciones, de conformidad con los principios generales comunes a los Derechos de los Estados miembros. Toda 

persona podrá dirigirse a las instituciones de la Unión en una de las lenguas de los Tratados y deberá recibir una 

contestación en esa misma lengua.”8 

“Ahora bien, no cabe duda de que la buena administración constituye una noción ambigua que incorpora dos 

realidades o ámbitos distintos. Así por una parte, se encuentra la buena administración como principio de 

amplio espectro, mas cercano al concepto de buen gobierno o buena gobernanza, y que hace referencia a esos 

aspectos éticos o deontológicos que deben regir el ejercicio del poder a fin de limitar la discrecionalidad 

administrativa. Por otra, la buena administración se concreta en un conjunto de derechos subjetivos, con sus 

respectivas garantías procedimentales, que generan obligaciones específicas para la administración (...)”9 

En México ya existen derechos relacionados íntimamente con el derecho a la buena administración, sin que se 

encuentre expresamente contemplado en nuestro sistema jurídico, como el propio Estado de Derecho, el debido 

proceso o varios de los derechos enlistados en el artículo 4o. constitucional. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha referido que “en el contexto de la gestión institucional, 

(pretenden guiar su actuación) a partir de la adopción de lo que hoy, tanto en el ámbito de derechos humanos 

europeo como en el iberoamericano, se reconoce como el derecho a la buena administración pública, cuya 

premisa radica en que la organización estatal debe fincar sus propósitos en la persona y dirigir todas sus 



 

 
 

acciones a la preservación de condiciones mínimas que permitan el reguardo de la dignidad humana como 

objetivo esencial del Estado.10 

La SCJN considera que los componentes del derecho a la buena administración pública son consonantes y 

complementan los postulados previstos por el artículo 134 de la Constitución Federal, relacionados con los 

deberes de eficacia, eficiencia, economía, racionalidad, transparencia y honradez, en el ejercicio del gasto 

público.11 

Pero el derecho a la buena administración plantea problemas de mayor generalidad o abstracción en su 

conceptualización, como las ya señaladas y otra mayor concreción: 

• Recibir los servicios públicos de conformidad con los principios de generalidad, uniformidad, regularidad, 

continuidad, calidad y uso de las tecnologías de la información y la comunicación, pudiendo establecerse 

cartas sobre derechos de los usuarios e índices de calidad. 

• Las autoridades administrativas deberán garantizar la audiencia previa de los gobernados frente a toda 

resolución que constituya un acto privativo de autoridad. En dichos supuestos, deberán resolver de manera 

imparcial y equitativa, dentro de un plazo razonable y de conformidad con las formalidades esenciales del 

procedimiento. En el supuesto anterior, se garantizará el acceso al expediente correspondiente, con respeto a 

la confidencialidad, reserva y protección de datos personales. 

• Reparación de daños por responsabilidad del Estado.12 

Si bien el derecho a la buena administración engloba el ejercicio de varios de los derechos citados y se 

encuentra estrechamente vinculado al Estado de Derecho, su incorporación de manera expresa a nuestra Carta 

Magna tiene vital importancia para evidenciar los retos del Estado mexicano en el cumplimiento de sus 

obligaciones administrativas de cara al respeto de todas las personas en sus derechos fundamentales. 

“Como está plasmado en la Constitución de la Capital –Ciudad de México-, la buena administración pública 

“se trata de un derecho y a la vez de un medio para acceder a otros derechos; si la administración pública no 

administra bien, muy difícilmente cada uno y cada una de nosotros podremos acceder plenamente a los 

derechos y libertades garantizados en el régimen jurídico de nuestro país y de nuestra ciudad”, explicó el 

maestro León Aceves, director general de la Escuela de Administración Pública de la Ciudad de México 

(EAP), al participar en el cuarto seminario del Programa Interdisciplinario de Rendición de Cuentas del 

Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE-PIRC).”13 

El apartado A del artículo 7 de la Constitución de la Ciudad de México, establece a la letra: 

Ciudad democrática 

A. Derecho a la buena administración pública 

1. Toda persona tiene derecho a una buena administración pública, de carácter receptivo, eficaz y eficiente, 

así como a recibir los servicios públicos de conformidad con los principios de generalidad, uniformidad, 

regularidad, continuidad, calidad y uso de las tecnologías de la información y la comunicación. 

2. Las autoridades administrativas deberán garantizar la audiencia previa de los gobernados frente a toda 

resolución que constituya un acto privativo de autoridad. En dichos supuestos, deberán resolver de manera 



 

 
 

imparcial y equitativa, dentro de un plazo razonable y de conformidad con las formalidades esenciales del 

procedimiento. 

3. En los supuestos a que se refiere el numeral anterior, se garantizará el acceso al expediente 

correspondiente, con respeto a la confidencialidad, reserva y protección de datos personales. 

4. La ley determinará los casos en los que deba emitirse una carta de derechos de los usuarios y obligaciones 

de los prestadores de servicios públicos. Las autoridades conformarán un sistema de índices de calidad de los 

servicios públicos basado en criterios técnicos y acorde a los principios sen?alados en el primer numeral de 

este apartado. 

Pese a los antecedentes internacionales y domésticos, en la Constitución federal no tenemos de manera expresa 

este derecho a la buena administración. 

Por ello, proponemos adicionar un párrafo al artículo cuarto constitucional, a efecto de establecer expresamente 

que toda persona tiene derecho a una buena administración, a que las instituciones, órganos y organismos 

públicos traten sus asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable, así como a la reparación 

por el Estado de los daños causados por sus órganos en el ejercicio de sus funciones. 

Para mayor referencia, se compara el texto vigente, con los párrafos que se proponen adicionar: 

 

Por las consideraciones anteriormente expuestas, es que se somete a la consideración de esta asamblea el 

siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Único. Se adiciona un párrafo décimo noveno al artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 



 

 
 

Artículo 4o.- ... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Toda persona tiene derecho a contar con los servicios de una administración pública en la que las 

instituciones, órganos y organismos públicos respondan a los principios de legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad y eficiencia, así? como a la reparación por el Estado de los daños causados por sus órganos 

cuando desarrollen sus funciones de manera irregular. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Notas 

1 Véase: https://dpej.rae.es/lema/derecho-a-una-buena-administración/  Consultado el 13 de noviembre de 2021. 

https://dpej.rae.es/lema/derecho-a-una-buena-administración/
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de febrero de 2022. 

Diputada Paulina Rubio Fernández (rúbrica) 
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